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    NOTA DEL AUTOR



    Quisiera compartir con los lectores mi alegría por la publicación de la vigésima edición de El poder político en el Ecuador y mi satisfacción porque aparezca bajo el prestigioso sello Debate de Penguin Random House Grupo Editorial. Las tres primeras ediciones fueron publicadas por la Pontificia Universidad Católica del Ecuador, la cuarta por Editorial Ariel y las siguientes por Editorial Planeta. New Mexico University Press y Westview Press publicaron la traducción al inglés y Paz e Terra la traducción al portugués.


    Cuando, a mediados de los años setenta del siglo XX, concluía la investigación y escribía el manuscrito, luego de un esfuerzo intelectual que se prolongó por un lustro, no imaginé que se convertiría en un suceso editorial. Por entonces, y todavía ahora, los pocos escritores que incursionaban en los campos de la economía, la sociología y la ciencia política se consideraban afortunados si una primera edición, de no más de quinientos ejemplares, llegaba a agotarse; tales publicaciones, por cierto, no lograban rebasar las fronteras nacionales.


    Para mi sorpresa, pronto se convirtió en un best seller, fue considerado como un clásico de las ciencias sociales ecuatorianas, recorrieron sus páginas tres generaciones de compatriotas, se tradujo al inglés y al portugués y cuarenta y dos años después, en el avanzado siglo XXI, todavía se exhibe en los estantes de las librerías.


    El poder político en el Ecuador entró en circulación el 14 de enero de 1977, sin que mediara un acto académico en el que se presentara la obra a la opinión pública. Fue conocido meses después gracias a los generosos comentarios realizados por reconocidos intelectuales de la época y algunos medios de comunicación. Cabe citar algunos:


    “El estilo sencillo y correcto, sin pretensiones literarias y sin alardes científicos es un descanso; el país necesitaba un Escorial, elevado sobre una prominencia, para ver el bosque en perspectiva” (Diario El Tiempo); “Escrito con profundidad, magnífica documentación y erudición digna del tema tratado, se lee sin fatiga” (Diario El Comercio); “Es el más profundo y acertado estudio que se ha hecho hasta ahora del desarrollo histórico, social, económico y político del país” (Alfredo Vera); “Honda contemplación objetiva, interpretación lúcida y penetrante, fuerza y consistencia del curso reflexivo en el que nunca falta la sólida información” (Luis Bossano); “A través del hilo conductor del poder realiza un estudio metódico, claro, ágil de la problemática nacional tratada en forma tan llena de hondura como de perspicacia” (Manuel de J. Real); “Un medular ensayo que nos proporciona una comprensión cabal de lo que hemos sido y de lo que somos como ser nacional” (Pedro Jorge Vera).


    Al parecer, estas opiniones fueron compartidas por los primeros lectores, pues muchos adquirieron mi obra. Algunos porque habían escuchado decir, a quienes la habían leído, que en sus páginas encontraron una interpretación objetiva, rigurosa y comprensiva de la historia del Ecuador, sin las complejidades conceptuales e idiomáticas que solían contener los libros y ensayos de ciencias sociales que por entonces comenzaban a escribirse.


    Del mismo tenor fueron los análisis realizados por académicos invitados por CORDES para recordar los veinte y treinta años de su aparición.


    Según Simón Espinosa, El poder político en el Ecuador ha resistido el juicio de la historia y perdurado en el tiempo porque “contiene una explicación asequible y coherente de la realidad social, política y económica del Ecuador” realizada por el autor con honradez intelectual. El profesor puede recomendar su lectura a los estudiantes, el investigador encuentra un mapa interpretativo para situar sus estudios y el profesional y el practicante de la política hallan un hilo conductor para no perderse en el laberinto de la realidad nacional. En lo formal emplea una sintaxis correcta y no academicista, que expresa lo que el escritor quiere decir en forma llana y sin complicaciones, de manera que puede ser entendido por toda clase de lectores y no solo por los iniciados.


    Para Nick Mills, el libro tiene algo que atrae y sigue atrayendo año tras año, y hasta generación tras generación, porque no ha sido escrito según la perspectiva partidaria del autor, ni acomodado a conclusiones predeterminadas, y se limita a describir sencillamente los hechos, para dejar que hablen por sí mismos de una manera fría, directa y franca. A diferencia de anteriores y posteriores estudios, en general centrados en materias específicas, descriptivos, carentes de complejidad o puramente históricos, filosóficos y jurídicos, examina el contexto del país y realiza un análisis global, rico en colores y texturas, fundado en demostraciones empíricas, y sustentado en el razonamiento. A lo que se suma una asombrosa capacidad analítica, expresada en un lenguaje lleno de matices y sutilezas, escrito con economía de palabras.


    Según Felipe Burbano, el libro “ha marcado no solo el destino de las ciencias sociales en el Ecuador sino también la suerte de la política ecuatoriana”. Frente a la influencia gigantesca que el marxismo tenía en aquel campo, a lo largo de la obra el autor desmonta sus jerarquías analíticas. Y a diferencia de los trabajos sustentados en aquella ideología, en lugar de inventar la realidad, la descubre, analiza y explica incorporando de una manera metódica, rigurosa y sistemática el mundo empírico. Por estas razones, considera que el libro inauguró un nuevo modo, propiamente moderno, de entender y pensar la problemática histórica del Ecuador.


    Enrique Ayala considera que es “un notable esfuerzo para llegar a una síntesis interpretativa de un proceso histórico complejo y poco menos que desconocido”. Revela un enorme trabajo de lectura de libros y otros materiales a la vez que un bien logrado tratamiento de algunas temáticas concretas, por lo que es un paso adelante en la línea de consolidar un estilo de trabajo en las ciencias sociales, más ajustado a un marco analítico basado en evidencias empíricas.


    La presente edición de El poder político en el Ecuador reproduce fielmente el texto de la primera, sin los añadidos incorporados al principio y al final de la obra en ediciones posteriores, atendiendo el pedido de mis editores. El primero examinaba la problemática de los años siguientes a su aparición, y el segundo la transición democrática de los años 1977-1979.


    La minuciosa revisión del texto que he realizado para la vigésima edición se ha circunscrito al estilo y a la gramática, con el propósito de facilitar a los nuevos lectores, no familiarizados con el acontecer histórico analizado, la comprensión de las complejas materias tratadas. Muchas modificaciones de la redacción original se reducen al cambio del tiempo verbal, del presente al pasado.


    Quisiera finalmente expresar mis fervientes votos porque los ecuatorianos del siglo XXI, preocupados por el futuro del nuestro país, examinen El poder político en el Ecuador con el interés que lo hicieron sus antepasados.


     


    Quito, abril de 2019

  


  RECONOCIMIENTOS



  Deseo dejar constancia de la gratitud que guardo al entonces rector de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador Hernán Malo González. Sin el interés que puso en la investigación que venía realizando y el nombramiento que recibí de profesor a media jornada, no habría dispuesto del tiempo y de los recursos requeridos para concluirla, ordenar los resultados y escribir el manuscrito de El poder político en el Ecuador.


  Además, pude contar con la asistencia de los estudiantes José Vicente Zevallos y Augusto de la Torre, y ocasionalmente de Marco Romero, a los que se sumó Daniel Ford, alumno del Centro Andino de la Universidad de Nuevo México. A todos ellos, particularmente a los dos primeros, debo agradecerles por la forma inteligente y laboriosa con la que escudriñaron las bibliotecas de Quito, así como documentos de instituciones públicas, para encontrar informaciones que pudieran sustentar mis reflexiones.


  El director del Centro Andino, Nick Mills, revisó el manuscrito e hizo atinadas observaciones que me instaron a revisar y profundizar el contenido de ciertos párrafos. El profesor de la escuela de Letras de la Universidad Católica, Simón Espinosa, revisó la versión final del manuscrito con tal conocimiento y minuciosidad que se convirtió en el ilustrado editor del libro. No encuentro palabras apropiadas para agradecer el invalorable aporte de tan queridos y admirados colegas y amigos. 


  La preparación de mis clases de Sociología Política en la Universidad Católica y de Ciencia Política en el Centro Andino, así como las inquietudes de mis alumnos y las discusiones que suscitaron, contribuyeron a afinar el análisis, sumar nuevas reflexiones y mejorar la estructura del libro. Motivos por los que también debo agradecer a los anónimos estudiantes ecuatorianos y estadounidenses que asistieron a mis clases.


  PRESENTACIÓN



  Cuando en 1969 publiqué un anterior estudio sobre la realidad ecuatoriana (Dos mundos superpuestos), algunos lo objetaron diciendo que trataba los problemas estática, descriptiva y fragmentariamente, sin establecer las interrelaciones de los fenómenos y su causalidad. Recuerdo el hecho porque constituye el origen del presente trabajo. Si bien la crítica no era pertinente porque se refería a un estudio que solo se proponía introducir al conocimiento de la problemática nacional, la observación me interesó y desde entonces comencé a hurgar en el proceso histórico del Ecuador. Los resultados se hallan contenidos en el libro que el lector tiene en sus manos.


  El estudio se ubica en el campo de la sociología política y toma como hilo conductor el análisis del fenómeno del poder. Valiéndose del auxilio de las otras ciencias sociales, examina todos los elementos que integran la realidad del país —económicos, sociales, culturales, religiosos, ideológicos, jurídicos, etc.—, establece las articulaciones de unos con otros, penetra en su causalidad, extrae sus contenidos específicamente políticos y forma con ellos una totalidad. En suma, observa las condiciones peculiares de la realidad ecuatoriana —tanto “internas” como “externas”— en sus concreciones estructurales y las analiza dentro de un proceso histórico.


  En el análisis no he caído en la tentación —tan frecuente— de “poner la carreta antes que los bueyes”. Cuando a priori se asume una teoría social, se ideologiza la realidad que se estudia y se termina inventándola. Es imposible hacer una abstracción teórica si no se cuenta con suficientes datos empíricos que estudien extensa y profundamente un proceso histórico y sus formaciones sociológicas específicas. Sin desconocer los aportes de las teorías sociológicas elaboradas en Europa y Norteamérica —algunos de cuyos instrumentos de análisis se usan—, la especificidad de la problemática ecuatoriana y la sui generis evolución de sus estructuras no permiten la transferencia mecánica de teorías sociales creadas para examinar realidades diferentes. Por ello, ha sido necesario buscar instrumentos analíticos nuevos que se apliquen a los hechos estudiados y, por cierto, recurrir a los aportes de la sociología latinoamericana. Como podrá verificar el lector, soy deudor de algunos de sus autores.


  Por las razones anotadas no he abordado la discusión teórica, excepto en unos pocos casos inevitables. Elaborar una teoría general antes de aprender una realidad significaría violar el proceso lógico del conocimiento científico. Además, desbordaría el campo del presente trabajo y caería en la superficialidad. Lo cual no significa desconocer la necesidad de hacer una abstracción que permita extraer las características esenciales que configuran el proceso histórico estudiado. Pero esta tarea debe ser materia de otro trabajo al que ojalá el presente aporte ciertos elementos. Precisamente uno de los mayores retos que enfrenta la sociología latinoamericana es crear instrumentos analíticos propios que permitan comprender la originalidad del fenómeno continental, lejos de toda forma de colonialismo intelectual.


  El que analiza una realidad —quiéralo o no— difícilmente escapa de las influencias que ella ejerce sobre el observador, y tampoco a los condicionantes que le plantea su cosmovisión del mundo. Mediaciones axiológicas, históricas, estructurales e ideológicas separan al investigador del hecho político estudiado. En estas condiciones, la objetividad sería harto difícil de alcanzar. Sin embargo, creo que se puede escapar de esta fatalidad si en el proceso de investigación y análisis se manejan datos empíricos, si se los trata de manera metódica y sistemática y, sobre todo, si se hace un contraste permanente entre las categorías teóricas y los resultados obtenidos. Un estudio es objetivo si revela la realidad analizada como “intersubjetivamente válida”, esto es, cuando es apreciada como cierta por “todos”. En todo caso, no puedo dejar de señalar que soy un crítico de las actuales condiciones sociales y que me hallo inscrito en las filas de los que proponen transformarlas. Pero este alineamiento no ha impedido que me acerque a la observación de los hechos con una gran libertad intelectual.


  No se encontrarán consideraciones éticas sobre la bondad o maldad de los hechos analizados. Mientras el filósofo se interesa por el deber ser de los actos humanos, al sociólogo le preocupa el ser, desprovisto de juicios de valor. Se examinan entonces las relaciones sociales en sí, como han sido en la práctica, sin tener en cuenta los propósitos de los actores. Por lo tanto se recurre a métodos empíricos y experimentales y no al razonamiento filosófico. Además, como son las prácticas comunes —y no las excepciones— las que marcan las características de una sociedad y su evolución, solo se toma en cuenta lo general y se deja de lado lo particular, que es preocupación del historiador.


  En la investigación no ha sido fácil superar el problema planteado por la inexistencia de estudios básicos. Sobre el período colonial hay alguna bibliografía, mas no de los años que siguen a la independencia, en los que las fuentes son insuficientes. No cuenta el país con una historia económica y social y tampoco con una historia de los partidos y de las ideas. Las historias generales —de las que principalmente me he valido— se suelen reducir a la narración cronológica de hechos o se ocupan principalmente de asuntos jurídico-constitucionales, religioso-eclesiásticos, territoriales, etc. Solo tangencialmente tocan problemas económicos y sociales. En otros casos, como los historiadores y en general los escritores ordinariamente han provenido de la Sierra o han trabajado con fuentes documentales quiteñas, la Costa no ha sido estudiada lo suficiente, vacío que es grave si se considera que durante toda la República esta región ha sido el centro económico del país. Salvo pocas excepciones, los escritores partidarios están llenos de especulaciones teóricas, de consideraciones literarias o de apreciaciones parcializadas de hechos que se acomodan artificialmente para justificar una posición política. Los estudios “jurídico-filosóficos” son de poca utilidad para un trabajo empírico, en la medida en que las realidades del país escapan de lo que dicen las leyes y las constituciones. Una fuente importante han sido los escritos de viajeros extranjeros en los que se recogen hechos que pasaron desapercibidos para los escritores ecuatorianos. En ciertos casos ha sido necesario recurrir a fuentes documentales.


  Probablemente a algunos lectores les molestarán las muchas citas que se hacen. Estas no constituyen de ninguna manera un afán de erudición. Discrepando como discrepo de las interpretaciones sociológicas que tradicionalmente se han hecho del proceso histórico del Ecuador, me ha parecido indispensable rodear el análisis de un aparato científico suficiente. La construcción de un edificio sociológico bastante diferente de los anteriormente edificados hace indispensable afirmarlo con cimientos, columnas y vigas que soporten la discusión teórica y empírica que ha de venir.


  El lector no encontrará ninguna propuesta programática, tema que escapa al ámbito de este trabajo. Encontrará sí un análisis retrospectivo del pasado ecuatoriano, con lo cual espero contribuir a un mejor conocimiento de la realidad del país, requisito indispensable para emprender de manera coherente una acción política. Es conveniente recordar que para saber adónde ir es indispensable conocer de dónde venimos. Con este propósito, prescindiendo de lo adjetivo y epidérmico, el análisis penetra en el vientre histórico del Ecuador para encontrar las fuerzas fundamentales que explican la formación de las estructuras vigentes. Como este proceso se remonta a los pueblos que habitaron inicialmente nuestro país —el indio y el español—, el análisis empieza cuatrocientos cuarenta y tres años atrás.


  Como se podrá ver, el campo de la política no se reduce a la acción de los partidos y de los políticos profesionales. Tampoco se circunscribe a los asuntos de Estado. En la práctica se extiende a todas las manifestaciones de la vida social, cuando están de por medio el poder y la autoridad, así como el interés de orientarlos o captarlos. En consecuencia, su importancia y su influencia son mucho más grandes que las de cualquier otra actividad humana. Para decirlo con una frase muy expresiva de la sociología francesa: “los problemas políticos son los problemas de todo el mundo; los problemas de todo el mundo son los problemas políticos”. Por acción u omisión su papel es fundamental en el desarrollo de una sociedad, sobre todo en aquellas en las cuales, por su retraso y por las transformaciones que demandan, aumenta la importancia de la función política.


  El tono crítico de algunos de mis juicios —hechos con el amor y la pasión que siento por mi país y por su pueblo— no entraña ningún tipo de pesimismo. Nada peor que cerrar los ojos ante nuestras limitaciones, nada mejor que apreciarlas justamente.


   


  O. H.


  
Primera parte 

 FORMACIÓN DEL PODER EN LA AUDIENCIA DE QUITO 
(1533-1820)



  
    El título de esta Parte explica su contenido. Su propósito es analizar históricamente la formación del poder en el período colonial, que enmarco en dos hechos-límites: la iniciación de la conquista por Sebastián de Benalcázar (1533) y la independencia de Guayaquil (1820). El análisis comienza con el estudio de la organización económica, social y política de la Audiencia de Quito. Me ha parecido necesario volver sobre hechos conocidos para precisar su contenido y significación, y porque en ellos se basan las conclusiones que se establecen más tarde. Luego continúa con el examen de la dependencia colonial frente a la metrópoli española y a otros países europeos. En este contexto se sitúa el estudio del poder que se articula alrededor de una institución fundamental: la encomienda. Esta Parte concluye con el análisis de los conflictos políticos.

  


  CAPÍTULO 1 

 ORGANIZACIÓN SOCIAL Y ECONÓMICA



  SUBORDINACIÓN DE LOS INDÍGENAS



  Sebastián de Benalcázar inicia la conquista de los territorios quiteños con 290 hombres, y Diego de Almagro, con 30. Pedro de Alvarado lo hace con 500. Aproximadamente 2.000 españoles intervienen en el sometimiento de 500.000 indígenas en los dieciséis años que duraron la conquista y pacificación de la circunscripción geográfica que hoy constituye el Ecuador. Hasta 1549 murieron 20.000 indios en el trabajo de transportar las cargas de los españoles para sus expediciones; muchos más en las guerras de conquista, en las sublevaciones, y, años después, por la catástrofe demográfica causada por las epidemias traídas por los europeos. En algunas localidades como Puná la población indígena prácticamente desapareció y en Zamora se redujo en un 90%. Sin embargo, su número siguió siendo considerable. Estimo que a fines del siglo XVI los indígenas de la Audiencia de Quito se redujeron a 200.000 y los blancos apenas sumaban 10.0001.


  Los españoles se avecinaron en las ciudades. Si bien algunos indios permanecieron en sus alrededores, en su mayor parte se ubicaron en el campo. Una necesidad de la organización social y económica en formación fue la subordinación de los dispersos pueblos derrotados: la encomienda de indios constituyó la respuesta. A ella se hicieron acreedores una parte de los fundadores de Quito, los principales, los que por haber contribuido con caballos y dinero a las campañas de conquista eran merecedores de grandes recompensas2. Como se sabe, la Encomienda, en su forma jurídica más definida, consistió en la asignación de un número determinado de indígenas a un blanco que se obligaba a protegerlos, a proporcionarles servicios religiosos y a prestar ayuda militar al rey, a cambio de un tributo que debía recibir en dinero o en especie. No otorgaba título de propiedad sobre la tierra ni derecho sobre la mano de obra indígena. Su ámbito geográfico comprendió todas las provincias de la Audiencia de Quito, en la que, según el padre Vargas, en 1573 había 81 encomiendas. Silvio Zabala establece 156 encomiendas para 15913.


  Es necesario tener en cuenta que la encomienda no siempre tuvo estas características. Recién en 1536, en una real orden que se envía a Francisco Pizarro, se desligan de la encomienda los trabajos forzados de los indígenas; cosa que se confirmó en las Leyes Nuevas expedidas por Carlos I en 1542, que son las primeras en prohibir explícitamente la esclavitud de los indígenas y en general los servicios personales. Estas prohibiciones se reafirman en las cédulas de 1549 y 1601, de manera que en 1680 la institución de la encomienda ya figura en el Código Indiano separada de la esclavitud, del servicio personal y del trabajo forzoso4. En lo sucesivo, por las presiones de los defensores de los indios, la impotencia de la metrópoli para frenar los abusos de los encomenderos y la pérdida de la función tributaria de la encomienda, se buscó su supresión: en 1701 el rey dispone que se incorporen a la Corona las encomiendas de personas que no residen en las indias; en 1703 toma para sí la “media anata”; en 1707 incorpora las muy cortas; al final, el 23 de noviembre de 1718 ordena la incorporación de todas las encomiendas y el 21 de julio de 1720 dicta la ley de abolición de las encomiendas5.


  Como se acaba de ver, recién en la segunda mitad del siglo XVI aparece separada la encomienda del trabajo forzoso. Hasta entonces la mano de obra del indígena estuvo jurídicamente sujeta al encomendero a través de las denominadas encomiendas de “Servicios personales”, que se dieron cuando los tributos se transforman, total o parcialmente, en la prestación de trabajo. Esto sucedió a pesar de las numerosas prohibiciones de que, como parte de la “tasa”, figurara algún servicio personal. Este fenómeno llega a tener tanta extensión que, incluso, cuando en 1720 se eliminan las encomiendas, el rey dispone que en las que


   


  Hubiere de servicio personal no se ha de hacer novedad alguna y quedarán en el estado en que hoy se hallan por ser de corta entidad y por los inconvenientes que de lo contrario podían seguirse al servicio de Dios y mío6.


   


  Fray Pedro de Peña, que ejerce el obispado de Quito en la segunda mitad del siglo XVI, se queja de que los encomenderos ocupen a los indios en su servicio personal y que a título de tributo los hagan trabajar, gran parte del año, en obrajes, minas y otras ocupaciones semejantes7. En la Audiencia de Quito las encomiendas de servicio personal subsisten hasta el siglo XVIII, aunque en un número reducido y no en todo su territorio8.


  Los conquistadores —y más tarde los colonos— también se valieron de otras instituciones para apropiarse de la mano de obra indígena. De entre los fundadores de Quito, 24 vecinos de “alguna distinción social” además de tierras recibieron indios para el trabajo9. Así se inició una práctica que perduraría con el nombre de repartimiento de indios. Coercitivamente las autoridades consiguieron que los indígenas se mudaran a las ciudades para que los colonos, a cambio de una remuneración, los ocuparan en el trabajo agrícola, en su servicio personal y en las minas. La mita, que subsistió hasta 1812 y estuvo muy ligada con el repartimiento, tuvo un propósito y una expresión parecidos. Por ella, una quinta parte de los indios comprendidos entre los 18 y los 50 años de edad, anual y rotativamente, eran asignados al trabajo de las minas, y de manera menos frecuente a la agricultura y a otras actividades, a cambio de una remuneración. Los que no disponían del beneficio de mita, pagando un salario mayor podían obtener el trabajo de los denominados indios libres10. Finalmente, existió la esclavitud, sobre todo en las actuales provincias del Guayas, Imbabura, Loja y Pichincha.


  APROPIACIÓN DE LA TIERRA



  Las tierras cultivables de la jurisdicción geográfica que daría origen a la Audiencia de Quito, casi en su totalidad pertenecían a los príncipes y a las divinidades del Imperio inca. Producida la derrota de las armas indígenas, por derecho de conquista pasaron a ser propiedad de los Reyes Católicos, lo mismo que las tierras baldías que “no estuviesen cultivadas ni asignadas a fin alguno”11. Sobre ellas recayó la facultad otorgada por los monarcas españoles a los conquistadores, a través de las “mercedes reales”, para que las distribuyan entre sus compañeros de armas como botín de guerra y premio a sus sacrificios económicos y militares. Las demás expresamente se reservan para los indígenas, y numerosas cédulas se expidieron para garantizar sus derechos “a las que cultivasen y a las que necesitasen para su pasar”12. Los españoles antes de recibir una adjudicación debían probar que las tierras solicitadas pertenecían al “Sol o al Inca” y que los indios no las tenían en propiedad o en usufructo.


  En un país cuyas regiones costera y oriental constituían una selva impenetrable e insalubre, los conquistadores se establecieron en los “hondos, espaciosos y abrigados” valles serranos, en los que la tierra era “fructífera, provechosa y bien poblada”13. De estas tierras tomaron posesión una vez que terminaron sus campañas y se obligaron a cultivarlas bajo la pena de perderlas, si el Cabildo les había adjudicado y conferido el título de propiedad. En esta forma, los 204 fundadores de Quito reciben un solar en la “traza” de la ciudad para que en él edifiquen sus viviendas y muchos de ellos estancias para la agricultura y la ganadería en el campo14.


  El hecho de que la tierra sea el principal recurso productivo —como se verá más tarde—, y la base del prestigio social, llevó a la sociedad blanca a buscar su dominio. Si alguien hacía fortuna en el comercio y deseaba pertenecer al Cabildo, compraba tierras y realizaba sus operaciones mercantiles a través de intermediarios15. Cuando los encomenderos, dados a la ostentación, se arruinaron económicamente y vendieron sus tierras, los criollos compraron las más productivas y mejor situadas por considerar que la propiedad territorial era la base de todo poder16. Como los indios carecían de títulos sobre las tierras que poseían y no acertaban a citar el oficio o archivo que las protegía, los blancos hacían posturas ante la Audiencia y conseguían que se las adjudicaran en calidad de baldías. En otros casos recurrieron a procedimientos violentos ejecutados por sus mayordomos, que perseguían a los indígenas hasta obligarlos a abandonar las tierras o venderlas “con el incierto supuesto de que eran libres para disponer de ellas”17. En últimas, los apremios fiscales de la Corona la forzaron a acceder a las “composiciones de tierras”; así, Felipe II dispuso que toda persona que demostrara ante las autoridades que se encontraba en posesión de tierras del rey recibiría los títulos de propiedad si pagaba una multa calculada conforme a la calidad del bien y al provecho que se hubiere obtenido. De esta manera se redujeron las “chacras” de los indios, las extensas tierras de las comunidades indígenas y el patrimonio territorial del monarca y se formó la gran propiedad. Esta se consolidó en los siglos XVII y XVIII, gracias a la institución del mayorazgo, que impedía la división del latifundio por herencia.


  Los conquistadores y sus descendientes, los burócratas y los colonos que más tarde llegaron a la Audiencia de Quito, no fueron los únicos titulares de la propiedad territorial; a estos se sumó la Iglesia. La jerarquía eclesiástica, las órdenes religiosas e individualmente los clérigos, a través de donaciones, dotes y compras, lograron conformar un cuantioso patrimonio territorial. Piadosos católicos testaron a favor de los curatos, los denominados “censos”, y de las órdenes religiosas, la totalidad o parte de sus bienes para que los frutos permitan su sustento y sirvan para el culto divino. Los que ingresaban en un convento donaban todas sus pertenencias, y como la Iglesia cumplía una importante función financiero-crediticia, disponía de “metálico” para adquirir por compra las mejores haciendas. Finalmente, como lo señalan Jorge Juan y Antonio de Ulloa, los religiosos, en vista de que para poder vivir fuera de su convento necesitaban tener un cuarto o “haber comprado alguna hacienda por su propio caudal”18, recurrieron a este arbitrio para liberarse de la disciplina conventual.


  Numerosas cédulas se expidieron para limitar la propiedad eclesiástica. Una, despachada a la Audiencia de Quito en 1539, prohibía que los religiosos adquirieran más rentas y propiedades, pues “desde Pasto hasta Loja se habían apoderado en menos de dos años de más de la mitad de las haciendas”19. Pero todas estas prohibiciones resultaron inútiles. González Suárez señala que en el siglo XVIII “la mayor parte de los mejores terrenos pertenecían a las comunidades religiosas, principalmente a los padres de la Compañía de Jesús”, que poseían 77 haciendas con una extensión total de 80 leguas cuadradas —440 kilómetros cuadrados—, siendo las fincas de los particulares “pequeñas en comparación con las de los religiosos y los propietarios seculares pocos”20. En la Historia de la Compañía de Jesús, el más completo estudio sobre los jesuitas de la provincia de Quito, se afirma que esta Comunidad en el momento de su expulsión poseía 63 haciendas, ya que las otras las tenía en administración21. No existen datos sobre el número de propiedades de las otras comunidades, de la Jerarquía y de los clérigos, pero se sabe que comprendieron valles enteros como los del Chota, Cayambe y Pomasqui, patrimonio al que es necesario sumar los intereses económicos que tenía la Iglesia en los obrajes, en el comercio y en el crédito.


  OCUPACIÓN DE LA MANO DE OBRA



  Cuando el pillaje de los conquistadores agotó los metales preciosos acumulados por los indígenas, emprendieron en la explotación de minas de oro y plata y lavaderos fluviales. Estos estuvieron localizados en las vertientes surorientales de los Andes, en las actuales provincias de Azuay y Zamora, cerca de las poblaciones de Gualaceo, Logroño, Sevilla de Oro y Bracamoros. Dos yacimientos mineros tuvieron alguna importancia: el de Zaruma y el de Macuche, en las jurisdicciones de las provincias de El Oro y Cotopaxi. A diferencia de lo que sucedió en otras circunscripciones coloniales, en la Audiencia de Quito las minas carecieron de significación. En 1544 el Cabildo dispuso que se confirmara la costumbre de “marcar el oro sin aquilatado por la pobreza de la tierra que ciertamente lo es en minas”22. Una relación correspondiente a 1573 anota que los lavadores de Santa Bárbara y Zamora han venido a menos; en 1692 se dice una cosa parecida de la mina de Zaruma; Jorge Juan y Antonio de Ulloa, que visitan Quito en 1737, afirman que:


   


  De tantas minas, así de plata como de oro, que hay en la provincia de Quito, sólo hay labores corrientes en la de Barbacoas y algunas aunque cortas en la de Zaruma, estando las demás abandonadas23.


   


  En las primeras décadas del siglo XVI se estableció en San Miguel de Chimbo, si no la primera, la segunda “fábrica de paños que conoció América del Sur”24. Gracias a la abundancia de materia prima, a los bajos costos de la mano de obra y a que la industria peninsular no podía satisfacer la demanda americana, según Phelan, en 1681 llegaron a funcionar 201 obrajes que ocupaban 28.000 personas, esto es, 140 trabajadores por obraje. Los géneros producidos por estas “fábricas” situadas principalmente en las circunscripciones de Quito, Riobamba y León se exportaron a los virreinatos de Nueva Granada, Perú y de la Plata e incluso a la Capitanía de Chile. La importancia que alcanzó esta actividad se deduce de los siguientes datos: en 1585, solamente en las actuales provincias de Pichincha, Chimborazo y Cotopaxi, había 750.000 ovejas25, cifra que equivale al 42% del número de ovejas que, según la Encuesta Agropecuaria, en 1968 existían en todo el Ecuador. Otras industrias fueron las “fábricas” de pólvora en Latacunga y de barcos en Guayaquil, puerto que se convirtió en el principal astillero del mar del Sur26.


  Junto con estas actividades estuvo la agricultura, que, sobre todo en el último siglo colonial, adquirió un papel económico fundamental. Los entonces fértiles suelos serranos se destinaron a la cría de ganado —principalmente lanar— y al cultivo de productos necesarios para el consumo interno como cereales y tubérculos, muy usados en la alimentación indígena y con el tiempo incluso en la de los blancos. En el Austro comenzó a explotarse la útil y lucrativa cascarilla27. Los suelos de la Costa fueron poco aprovechados, excepto los aledaños a los ríos que forman la cuenca del Guayas, en virtud de que contaron con esta vía de comunicación. Los más importantes cultivos fueron el tabaco, en las riberas del Daule, y sobre todo el cacao, localizados en Guayaquil, Babahoyo y Machala; productos que alcanzan un notable desarrollo en las últimas décadas de la Colonia. Además se explotaron maderas, caña de azúcar, café y en general productos tropicales. Se vio cuán poco significativo fue el siglo minero —el XVI—, transcurrido el cual la economía de la Audiencia de Quito se transformó en agrícola y pastoril28. Refiriéndose al siglo XVIII, González Suárez afirma que el “único elemento de bienestar general es la agricultura”29.


  Los renglones comerciales más importantes fueron la exportación e importación. Como la mayor parte de la población se autoabastecía de alimentos, el comercio interno se limitó al intercambio agrícola regional y al de telas elaboradas en la Audiencia para uso de indios y mestizos. Los blancos se proveían de bienes producidos en Europa o en Asia y los de manufactura nacional los compraban directamente a los artesanos o los recibían gratuitamente de los indios encomendados.


  A estas actividades económicas se destinó la mano de obra conformada exclusivamente por los “hombres de color”. En la Sierra los indígenas se ocupaban de la labranza y del cuidado de los rebaños en las haciendas, en las tierras de comunidad y en sus propias parcelas. Como muchas haciendas eran además centros fabriles —la industria colonial no fue urbana—, una parte de los indios trabajaba en los obrajes. Las tierras de la Costa y los cálidos valles serranos fueron cultivados por esclavos negros y jornaleros que también se emplearon en los astilleros de Guayaquil, provincia en la que existieron pequeños propietarios. El laboreo de las minas tuvo relativa importancia, en las primeras décadas de la Colonia. El hecho de que la mita de minas signifique “Una positiva sentencia de muerte” originó la interesada protesta de los vecinos de Cuenca y Loja que “perdían los brazos indispensables para la agricultura” por el despoblamiento de las localidades en las que se reclutaban los indios30. Las artesanías fueron desdeñadas por los blancos y algunos mestizos; estos controlaron el pequeño comercio, y aquellos, el grande.


  Una significación tradicionalmente subvalorada tuvieron los servicios domésticos y las “obras públicas”. Los “vecinos” y los conventos tenían derecho a disponer de un número determinado de indios para la provisión de agua, hierba y leña, el transporte de literas, el cuidado de sus cocinas y caballerizas y en general el de sus personas y casas. Estos trabajadores domésticos conocidos como yanaconas fueron tan numerosos que ordinariamente superaron a las personas a quienes servían. Así por ejemplo, en el convento de La Concepción de Quito había 500 criadas y 150 monjas31.


  Las obras públicas, antes que por la construcción de caminos, estuvieron representadas por la edificación de ciudades, conventos e iglesias. El número y suntuosidad que estos últimos alcanzaron en Quito y en otras ciudades de la Sierra permiten apreciar el significativo volumen de mano de obra que se destinó para su edificación.
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  CAPÍTULO 2 

 ORGANIZACIÓN POLÍTICA



  LEYES



  La tradición jurídica latina, la ética católica y las presiones de los defensores de los indígenas, entre los que se destacó el padre Bartolomé de las Casas, llevaron a los monarcas españoles a expedir reales órdenes encaminadas a garantizar el ejercicio independiente y justo de las autoridades coloniales, proteger la propiedad territorial de los pueblos “nativos” y preservar la libertad personal de los indios. Para “gobernar justa y católicamente no solo al Perú sino a todas las indias”, ocho años después de que Sebastián de Benalcázar fundara Quito, el 20 de noviembre de 1542, Carlos I firmó en Barcelona las Nuevas Leyes de Indias, que recogen y amplían las ordenanzas, cartas reales y cédulas expedidas por la Corona desde el descubrimiento de América. Estas leyes y la vasta legislación dictada en los años siguientes se codificaron en la Recopilación de las Leyes de los Reynos de las Indias, mandadas a imprimir por Carlos II y publicadas en Madrid en 1681.


  Esta legislación, “la más humana y perfecta que en tiempo alguno se ha dado para gobernar pueblos coloniales”1, contuvo disposiciones tan avanzadas como las del Código de Trabajo vigente en el Ecuador e incluso algunas todavía no contempladas en el derecho constitucional contemporáneo. El efecto, las autoridades no podían tener intereses económicos en los territorios de su jurisdicción, ni contraer matrimonio con nativas o mantener relaciones sociales con los súbditos, con lo que se buscó separar los intereses económicos del poder político. Se prohíben: los servicios personales y el trabajo forzado de los indígenas; que su tributo sea transformado en trabajo; que la jornada sea superior a ocho horas diarias; que se emplee a los menores de edad y a las mujeres encinta; que los encomenderos presten dinero a los indios y que tengan tierras en el lugar de la encomienda. Se manda: que todo trabajo reciba su remuneración; que se protejan las tierras de los indígenas y se restituyan las que han sido despojadas; que no se permitan “molestias y vejámenes” a los indios y que se castigue a los opresores; que la tasa del salario sea hecha de acuerdo al valor de las subsistencias que requiera el trabajador; que los sacerdotes no reciban “camaricos” y que antes de ser admitidos en las órdenes sagradas cursen un año entero la lengua del inca; que el trabajo doméstico sea voluntario y sujeto a una remuneración, que los indios no trabajen como cargadores “pues hay abundancia de bestias y caballos”2.


  AUTORIDADES



  La ejecución de las Leyes de Indias en los actuales territorios ecuatorianos, en los de Popayán y en los de la cuenca alta del Amazonas estuvo a cargo de la Audiencia de Quito. Este tribunal colegiado, integrado ordinariamente por letrados de origen metropolitano, concentró en sus manos las atribuciones que en un Estado moderno son ejercidas por los poderes Ejecutivo y Judicial. En nombre del rey ejerció las más amplias funciones políticas, administrativas y judiciales. En efecto, juzgaba en primera, segunda o tercera instancia asuntos civiles, criminales, administrativos e incluso eclesiásticos; controlaba el ejercicio de las autoridades administrativas inferiores y fallaba sobre los actos burocráticos impugnados; velaba por los derechos fiscales de la Corona y recaudaba tributos; de oficio, defendía los derechos territoriales y personales de los indígenas; repartía tierras y aguas solicitadas por los colonos y organizaba y dirigía los cuerpos militares; etcétera.


  La Iglesia estuvo subordinada al Estado. El presidente de la Audiencia, en representación del rey, ejerció el patronato sobre la Diócesis de Quito. El monarca proponía al papa el nombramiento de las autoridades eclesiásticas, que, antes de tomar posesión de sus funciones, debían jurar obediencia a la autoridad civil bajo cuya vigilancia permanecían. Todas las comunicaciones eclesiásticas con la Santa Sede se tramitaban a través del Consejo Real de Indias; no podían fundarse conventos, obispados e iglesias sin la previa licencia del rey; correspondía al monarca la dotación de iglesias y conventos y el sostenimiento del culto; la Audiencia vigilaba la enseñanza religiosa de los aborígenes; al rey pertenecían los diezmos y las autoridades civiles intervenían en la designación de los titulares de los curatos indígenas. La dependencia de la Iglesia frente al poder político fue tan amplia que, al decir de González Suárez, “toda la suma de la autoridad espiritual vino a quedar en manos del Monarca y de sus empleados subaltemos”3.


  Los cabildos de las ciudades de la Audiencia de Quito inicialmente se integraron con los conquistadores y más tarde con sus descendientes. Para ser nombrado alcalde o regidor era necesario tener la calidad de “vecino”, condición que adquirían aquellos que poseían solar en la ciudad, hacienda en el campo y encomienda de indios. Bayle dice que en los cabildos de Quito “ni aún procurador general admitían a quien no fuese encomendero”4. Los miembros del Cabildo designados por el gobernador o por el rey, en muchos casos a perpetuidad, cooptaban a quienes debían sucederlos. Tampoco el Cabildo Abierto era una institución democrática ya que se conformaba exclusivamente con los “vecinos principales”, esto es, los que tenían en sus manos el poder económico. Los artesanos y en general los de menor condición social estaban excluidos de él; por otra parte los cabildos indígenas no tuvieron ninguna posibilidad de acceder a las decisiones políticas. Al alcalde, elegido anualmente por los regidores, en las causas civiles y criminales le correspondía privativamente la administración de justicia “según su leal saber y entender” o con la asesoría de un letrado, de cuya sentencia podía apelarse ante el Cabildo o la Audiencia. Además de estas funciones judiciales, el Cabildo tenía a su cargo las propias de un municipio, por entonces elementales, la representación de los ciudadanos, el reparto de solares para la edificación de viviendas y de tierras para la formación de estancias en el campo. Como se puede ver, sus atribuciones iban más allá de la simple administración de los asuntos de la ciudad y las últimas, por su significación política, le daban mucho poder.


  CONTROL Y VIGILANCIA



  Al reservarse el rey, con la asesoría del Consejo Real de Indias, la función de legislar, guardó para sí la facultad de establecer la estructura de la administración colonial, las atribuciones de sus integrantes y el contenido de las leyes que regían las relaciones entre sus súbditos. La suprema autoridad de que estuvo investido le permitió nombrar y remover a los funcionarios coloniales con absoluta libertad. A fin de vigilar a las autoridades y controlar la ejecución de las leyes, en tan dilatados y lejanos dominios, se establecieron las instituciones de la “visita” y la “residencia”, a las que incluso estuvieron sujetos los presidentes de audiencia. Cuando existían quejas contra una autoridad u organismo, el Consejo de Indias proponía al rey la designación de un visitador que, en su nombre, examinaba el cumplimiento de las leyes y los actos administrativos de los funcionarios, luego de lo cual elevaba un informe que podía dar origen a sanciones que iban de la amonestación a la cancelación, o a reformas de la estructura jurídico-administrativa correspondiente. El juicio de residencia estuvo a cargo de jueces-investigadores designados por el Consejo de Indias y fueron sometidos a él los magistrados que terminaban su ejercicio. A estas dos formas de control y vigilancia se sumaron los informes y las fianzas que debían rendir las autoridades y los recursos de queja y apelación que podían interponer los afectados por una resolución de algún organismo o funcionario coloniales.
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  CAPÍTULO 3 

 ORÍGENES DE LA DEPENDENCIA



  La Corona no organizó ni financió la conquista del “Reino de Quito”; ella fue obra de los conquistadores que para el efecto montaron empresas privadas. Bajo su responsabilidad contrajeron créditos, consiguieron aportaciones financieras, reclutaron soldados y armaron expediciones. Francisco Pizarro solamente obtuvo de Carlos I los despachos favorables para su iniciativa. Con la colaboración de Diego de Almagro y el dinero recaudado por el canónigo Hernando de Luque organizó un ejército en Panamá. Los tres socios acordaron dividirse proporcionalmente las ganancias que rindiera el negocio. Sebastián de Benalcázar invadió los territorios quiteños para impedir que los conquistara Pedro de Alvarado y este, por su cuenta y a su costo, partió en busca de los tesoros de Huayna Cápac y Atahualpa. “El Adelantado” abandonó su empresa cuando recibió de Diego de Almagro cien mil pesos de oro para resarcirse de sus gastos.


  El interés que a todos ellos movió fue la apropiación de metales preciosos, a fin de reponer el capital invertido y conseguir cuantiosos réditos. Cuando se agotaron las reservas de oro y plata, en manos de los nativos, emprendieron la explotación de minas y lavaderos de oro que el rey les había concedido en usufructo. En el aprecio de los españoles los indios fueron tan importantes como el oro. No siendo los territorios quiteños ricos en metales preciosos, los indígenas —fuente de mano de obra y de tributos— pasaron a ser el más importante “bien económico”. Su valoración fue tan grande que en el siglo XVIII la importancia de un corregimiento se estimaba por el número de indios que se encontraban dentro de él y no por su extensión territorial y las ciudades y los pueblos que comprendía1. Cuando la catástrofe demográfica disminuyó el número de indios tributarios, o mediante los levantamientos se liberaron del dominio español, los colonos abandonaron las tierras descubiertas. Fue lo que sucedió con las ciudades fundadas en la región amazónica.


  Las utilidades que obtuvieron en estas actividades económicas se acumularon en manos de los vencedores: descubridores, conquistadores, colonos, financistas, mineros, encomenderos, estancieros, autoridades, burócratas, eclesiásticos, Iglesia y monarca. Algunos retornaron a la metrópoli con su riqueza materializada en numerario o lingotes de oro y de plata. La Corona española, sedienta de metálico, extrajo buena parte de aquella riqueza a través del cobro de impuestos, contribuciones y el establecimiento de monopolios. Las autoridades debían velar porque la parte que le correspondía al Estado se exportara a la península. Los oficiales de las Cajas Reales, después de satisfacer las pensiones de los funcionarios, estaban obligados a enviar a las Cajas de Sevilla los excedentes de las rentas.


  El comercio fue otro de los medios de que se valió España —y otros países— para apropiarse de la riqueza de las provincias quiteñas. A través de la Casa de Contratación de Sevilla ejerció el control monopólico de las importaciones realizadas por los pudientes colonos blancos: sedas, terciopelos, brocados, encajes, espadas, joyas, en general telas finas y esclavos negros. Como la industria española no pudo satisfacer la creciente demanda se vio obligada a abastecerse en los países europeos. En otros casos el contrabando inglés, holandés y francés cubrió los requerimientos de los quiteños adinerados. La participación de Francia, Holanda e Inglaterra se incrementó en el ocaso colonial gracias a la política liberalizante de los Borbones y a los tratados de Utrecht (1713-1715) que otorgan a los ingleses el “asiento de negros” y el “navío de permiso”. En ambos casos los metales preciosos provistos por la Audiencia de Quito sirvieron para financiar la expansión capitalista europea de los siglos XVII y XVIII.


  Varias estimaciones permiten apreciar la magnitud del desigual intercambio comercial realizado por las provincias americanas con Europa y la China. Pierre Chaunu estima que entre 1561 y 1650 España obtuvo de sus territorios de ultramar el doble y hasta el cuádruple de las mercaderías que suministró al Nuevo Mundo2. Y el editor de las Noticias secretas de América considera que las provincias coloniales fueron tributarias de los países europeos, y aun de China, a los que pagaban por los artículos que recibían cuatro veces más que su valor real, “quedando así pobres mientras enriquecían a los demás”. Luego, mediante un prolijo análisis de cifras, demuestra que el carbón de piedra obtenido anualmente en las minas de Inglaterra, a la boca de los pozos, valía más que el oro y la plata que cada año se extraía de todas las minas del Nuevo Mundo3. Mientras las exportaciones realizadas por los europeos se sobrevaloraron, sus importaciones de “metálico” fueron subvaloradas.


  Una parte de los capitales acumulados por los colonos, que no fueron captados por Europa, se reinvirtieron en empresas productivas: astilleros, cultivo del cacao e industria textil obrajera. Estas actividades económicas se estrangularon por la dependencia externa a la que estuvo sujeta la Audiencia de Quito. La declinación de producción de barcos en los astilleros de Guayaquil se debió a que las materias primas —excepto la madera— se compraban en lugares tan distantes como Perú, Chile, México e incluso España, en el caso del hierro; a la reducción del tráfico mercantil por el agotamiento de los grandes centros mineros americanos y a la sustitución de los galeones por nuevos buques que los emprendedores guayaquileños no estaban en capacidad de producir4.


  El comercio de cacao estuvo sujeto a una serie de restricciones que llevaron a impedir su venta a las otras provincias coloniales. Así por ejemplo, a principios del siglo XVII se prohibió que Guayaquil exportara su cacao a México, Guatemala y a las demás provincias centroamericanas. En consecuencia, los precios de este producto se redujeron en un 90% con la consecuente ruina de la provincia de Guayaquil. Más tarde se autorizó su venta pero con la restricción de que las naves que lo transportaran fueran al puerto del Callao para ser inspeccionadas, antes de su partida y a su retorno. Además se establecieron límites al volumen de su exportación5. El surgimiento de la industria textil no fue el resultado de un proceso querido por la metrópoli; se desarrolló porque España no estaba en capacidad de suministrar los paños ordinarios usados por los blancos depauperizados y principalmente por los indios y mestizos. La mayor parte de los obrajes se establecieron burlando expresas prohibiciones emitidas por las autoridades debido a que los veían como una competencia para el comercio peninsular. En efecto, de los 200 obrajes que en 1681 había en la Audiencia de Quito, 150 eran ilegales6. El decaimiento de la industria obrajera no solo se explica por los destrozos provocados por los terremotos. Más importantes fueron otras causas: la política comercial de los Borbones; la introducción de los textiles europeos y chinos por el contrabando francés, holandés e inglés y la reducción de la demanda americana proveniente de los centros mineros, por la merma o el agotamiento de los yacimientos de metales preciosos.


  En la España conquistadora prevaleció el pensamiento mercantilista en su expresión bullionista. Sus seguidores sostenían que la riqueza de un pueblo estaba determinada por la cantidad de metales preciosos que conseguía atesorar, idea influyente en los españoles que llegaron a los territorios quiteños. A esta creencia se sumó la introducción, por parte de los Reyes Católicos, del Tribunal de la Santa Inquisición, que en los siglos XV, XVI, y XVII perseguiría a judaizantes, moriscos, protestantes, herejes y a toda doctrina “materialista”. Al ser expulsados los judíos y los moros y ejecutados o ahuyentados los portadores de ideas innovadoras, se liquidó la clase empresarial y la economía metropolitana tendió a volverse agrícola y pastoril. Esta política de la Corona se extendió a sus colonias al prohibirse la emigración de judíos, moros y herejes, incluso de conversos, pues los que se trasladaban al Nuevo Mundo debían probar su condición de cristianos viejos.


  A América vinieron hidalgos, soldados, licenciados, burócratas, artesanos, comerciantes, campesinos y, en general, representantes de todas las capas de la sociedad española7. No obstante, los primeros estaban inhabilitados para la creación de actividades productivas, y los últimos, cuando les fue posible, evitaron ejercer sus oficios o trabajar la tierra. Todos creían que por el hecho de ser blancos estaban exentos del trabajo, principalmente manual, que lo consideraban —y muchos lo consideran todavía— “indigno de persona bien nacida”. Por lo que no debe llamar la atención que en la sociedad colonial no hubiera peor afrenta que trabajar con las manos.


  El ocio, además de ser un valor de la cultura blanca, vino a ser el resultado natural de la forma en que se organizó la producción. Los españoles se establecieron en un país con tierras extensas y mano de obra abundante. Como la tierra, además de recurso productivo, era fuente de prestigio social, los colonos se apropiaron de territorios que no estaban en capacidad de cultivar. La disponibilidad ilimitada de trabajadores hizo que la producción se basara en la explotación de “siervos” indígenas y de esclavos negros. Como los duros trabajos manuales estaban a cargo de los hombres de color, los blancos no se interesaron en introducir técnicas e innovaciones que permitieran el uso intensivo de la tierra y el incremento de la productividad. Las pocas mejoras que se introdujeron en los sistemas productivos fueron hechas por los religiosos, principalmente jesuitas, que terminaron convirtiéndose en la minoría ilustrada colonial. La expulsión de los miembros de la Compañía de Jesús, en este sentido, fue perjudicial para el desarrollo de ciertas actividades económicas, en las que se habían demostrado muy competentes. Por otra parte, es necesario considerar que los capitales acumulados no fueron reinvertidos por los ricos encomenderos-hacendados. Cuando no los extrajo Europa, buena parte se destinaron a la construcción de los suntuosos templos quiteños o se los atesoró. Tanto en su arquitectura como en su decoración y amoblamiento las casas de las ciudades de la Audiencia de Quito fueron más bien modestas, aun las habitadas por los llamados “principales”. A diferencia de otras capitales coloniales y a pesar de existir algunas familias nobles, no contó con un solo palacio particular. El gasto suntuario consistió en la edificación de iglesias —especialmente notables fueron las quiteñas— de acuerdo con las costumbres religiosas de la época. Estas características de la economía y de la sociedad y el predominio religioso afectaron de forma negativa a todas las actividades productivas. Por ello, cuando se produjo el ingreso de las telas europeas y chinas, los géneros quiteños no pudieron competir en calidad y precio, con la consecuente ruina de los obrajes.


  La acción de las variables estudiadas —internas y externas—8 explica el estancamiento económico de las provincias del centro y norte de la Sierra y el que cayeran en un largo período de recesión durante el siglo XVIII. Por ejemplo, mientras que en los últimos años del siglo XVII había en Quito 400 tiendas, en 1720 solo subsistían 60. Al finalizar el período colonial, al decir de González Suárez, la decadencia de las provincias quiteñas se volvió alarmante:


   


  Los indígenas iban disminuyendo rápidamente, la agricultura era rudimentaria, el comercio casi ninguno, la industria estaba destruida y la ganadería caminaba a la ruina9.


   


  La política comercial de los Borbones produjo efectos diferentes en las demás provincias de la Audiencia de Quito. Las de la zona austral no dependientes de la producción obrajera lograron sortear la crisis económica gracias a la venta de cascarilla. Y Guayaquil inició un período de florecimiento económico cuya magnitud recién podemos apreciar gracias a un notable estudio histórico realizado por Michael T. Hamerly. La política de libre comercio de Carlos III y Carlos IV legaliza las ventas de cacao en el Virreinato de Nueva España, y si bien se mantienen las restricciones para el tráfico con la Madre Patria, que debe hacerse a través del Callao, promueve un incremento notable de las exportaciones de la “pepa de oro”. Entre principios del siglo XVIII y 1821 se sextuplica la producción de cacao, y entre 1788 y 1820 se duplican sus ventas en el exterior, que a fines del período colonial representan entre las dos terceras y las tres cuartas partes de las exportaciones de la Audiencia de Quito, cuyas provincias costeras del centro y del sur se convierten en importantes abastecedoras de cacao. El significativo desarrollo económico que experimentó la provincia de Guayaquil se debe a la acción de dos causas complementarias. La población del litoral, que en 1780 representaba alrededor del 6,7% del total de la Audiencia, en 1825 llega al 14%, por lo que pasa Guayaquil a ser la segunda ciudad, en cuanto al número de habitantes. Esta revolución demográfica, originada principalmente en las migraciones de serranos, permitió a los plantadores de cacao disponer de abundante mano de obra. A pesar de estos progresos los habitantes del litoral vivieron en condiciones más modestas que las de sus contemporáneos serranos.


  A diferencia de estos, en materia religiosa fueron “indiferentes”; hecho que, sumado a la limitada presencia eclesiástica —por ejemplo, la Costa no contó con un solo convento de monjas—, llevó a los guayaquileños a destinar sus capitales a la expansión de las plantaciones y exportaciones de cacao, antes que a la construcción de iglesias y conventos10. A todo ello se sumó el incremento de la demanda de cacao por el desarrollo industrial y el crecimiento del consumo de tabaco en Europa y en los EE.UU.
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        8 Este es el momento oportuno para formular dos aclaraciones:


        a) Como se puede advertir en el estudio realizado hasta ahora, los “factores externos” no son suficientes para explicar el estancamiento colonial. Sin desconocer el valor explicativo de la variable “dependencia”, la forma en que se organiza la producción en la Audiencia de Quito desempeña un papel principal. Sobre todo si se recuerda que su formación económica tuvo ciertas peculiaridades que la diferencian de las otras sociedades coloniales, especialmente en su articulación externa. La evidencia empírica invalida las tesis que asignan a la “dependencia” un valor explicativo unicausal de todos los fenómenos sociales y políticos que se han producido o se producen en la sociedad ecuatoriana.


        b) Deliberadamente no he calificado a la sociedad colonial de “feudal” o “capitalista”. Ambos conceptos, elaborados para definir las formaciones sociales que se dieron en Europa, me parecen inadecuados para calificar la formación social de la Audiencia de Quito. Quizá los estudios sobre el “modo de producción andino” contribuyan a definir un concepto más preciso y operativo. Sin embargo, si examinamos los “modos de producción” que se dieron en la Audiencia de Quito y no solo la integración de su economía en el mercado mundial, los elementos “feudales” prevalecen sobre los “capitalistas”, como se puede ver en el análisis realizado y en el que el lector encontrará en las páginas siguientes.

      


      
        9 Federico González Suárez, op. cit., t. II, pp. 968 y 1276. La citada afirmación de este autor se refiere a todo el territorio de la Audiencia de Quito. Pero, por lo que se examinará enseguida, la recesión económica se produjo solamente en las provincias que dependían de la producción obrajera, esto es, en la región norcentral de la Sierra.

      


      
        10 Michael T. Hamerly, Historia social y económica de la antigua provincia de Guayaquil (1763-1842). Archivo Histórico del Guayas, Guayaquil, 1973, pp. 67, 69, 71, 79, 102, 103, 105, 112, 121, 122, 124, 160. La historia del Ecuador, sobre todo colonial, ha tenido siempre una visión “quiteña”, probablemente porque nuestros historiadores han trabajado con los archivos de Quito. La publicación de la obra citada abre una nueva perspectiva —hasta ahora solo vislumbrada— sobre la provincia de Cuayaquil en las últimas décadas de la Colonia. Es importante el énfasis que el autor pone en los aspectos económicos que no han sido tan estudiados por nuestros historiadores, excepto el padre Vargas.

      

    

  


  CAPÍTULO 4 

 ARTICULACIÓN DEL PODER



  LAS SOCIEDADES PRECOLONIALES



  Algunas características de las sociedades precoloniales crearon condiciones favorables para la subordinación de los indígenas. Como los caciques, los incas y en general los jefes indios juntaron en sus manos los poderes político y religioso, estuvieron en posibilidad de ejercer una autoridad absoluta —que se la consideró sagrada o al menos de origen divino— ciegamente acatada por los súbditos. Incluso sus vidas estuvieron sujetas a la voluntad tiránica del soberano. Los relatos de los cronistas de Indias son muy ilustrativos1. Basta recordar que Atahualpa castigó la traición de los cañaris pasando a cuchillo a 60.000 miembros de esta tribu. Producida la derrota de los “hijos del Sol” se mantuvo la ciega obediencia de los indígenas a quien los mandaba: los amos blancos. Por este motivo a los españoles les resultó relativamente fácil imponer su autoridad entre los pueblos que estuvieron sometidos a la organización política inca. En cambio, tuvieron dificultades para dominar a los que no formaron parte del imperio del Tahuantinsuyo.


  Como la sociedad india no logró constituir una nacionalidad, no pudo interponer su historia y su cultura a la penetración española. El “Reino de Quito” no llegó a ser una entidad política propiamente dicha y no se extendió más allá de los territorios centrales de la Sierra. En los demás y en las regiones costera y oriental hubo dispersas organizaciones tribales en diversos grados de evolución. El incario solo duró cincuenta años en el sur de la Sierra ecuatoriana, treinta en el centro y dieciocho en el norte y la unidad política que forjó fue débil. Las tribus mitimaes de los salasacas y de los saraguros no llegaron a integrarse con los otros pueblos, algunos de los cuales se volvieron contra los ejércitos incas y colaboraron con los españoles.


  Se discute la existencia de la propiedad privada antes de la venida de los incas. Parece que coexistió una triple propiedad inmobiliaria: estatal sobre las tierras, pastos, plantaciones, minas y edificios públicos; colectiva para la explotación común sobre bosques y tierras de cañadas y familiar sobre tierras de cultivo; privada sobre casa y parcelas2. El sistema económico impuesto por los incas eliminó toda forma de propiedad privada, pues las tierras pasaron a ser del soberano; lo mismo que los rebaños, las aguas, las cosechas y las minas. Cada familia recibía en usufructo, para destinarlas a su sustento, las tierras de la comunidad. Todo lo cual hizo que fueran débiles los sentimientos “propietaristas” de los indígenas.


  La nobleza estaba exenta del trabajo, convertido en el principal tributo del pueblo nativo. Los individuos tenían la obligación de laborar las tierras asignadas al Sol, al Inca, a los curacas, a los soldados y a los desvalidos. Debían trabajar en la construcción de obras públicas, en la edificación de templos y en la explotación de las minas, para lo que se los sujetaba a la mita. Además estaban obligados a entregar al soberano cargas de maíz, mantas, hondas, y en general artículos para el hogar y armas para la guerra3.


  A diferencia de otros países de Europa en los que se había iniciado el desarrollo capitalista, en España sobrevivía el feudalismo, con su máximo apogeo en el siglo XVII. De esta sociedad provinieron los conquistadores, burócratas y colonos que arribaron a la Audiencia de Quito. Por lo que en todos ellos estuvieron impregnados los valores y las prácticas del sistema medieval: la apropiación de la tierra y de los excedentes por la nobleza; la organización jerárquica de la sociedad; el vasallaje de los siervos sujetos al trabajo y al pago de un tributo; la consideración de que la tierra constituía la principal fuente de riqueza y el poder represivo ejercido sobre los campesinos sujetos a una situación de servidumbre. Por estas razones, cuando se afincaron en los territorios conquistados buscaron la propiedad agrícola que los ennoblecía, se negaron a desempeñar las “envilecedoras” tareas manuales y se diferenciaron socialmente de los indios, a los que consideraron inferiores. Hasta los que no eran nobles se transformaron en “hidalgos” por el mero hecho de arribar a América. Lo reconoce el historiador González Suárez:


   


  Todos cuantos de allá pasaban a estas partes miraban con desdén toda industria, todo oficio y, en general, todo trabajo: los labradores, los mismos artesanos, cuando venían acá, se avergonzaban de sus oficios y era muy raro el que volvieran a practicarlos […] las faenas del campo y aun algunos oficios quedaron, pues, reservados solo para los indios, porque los blancos tuvieron a menos ejercerlos4.


  ILEGALIDAD



  Según el historiador Juan de Velasco, aun antes de que se expidieran las Leyes Nuevas, llegaron copias que “levantaron el universal incendio”. Los colonos “renegaban, bramaban de cólera y maldecían” a fray Bartolomé de las Casas por haberlas inspirado y se consultaban para encontrar la forma de eludir su ejecución. Decían que el emperador no tenía autoridad para dictarlas sin el consentimiento de los pueblos; que solo debían tomarlas como meras instrucciones y no admitirlas por ser injustas y de ningún valor y que no podía “quitarles los repartimientos y esclavos sin antes darles una justa recompensa”5.


  Este contexto sociocultural propició que solo excepcionalmente se cumplieron las leyes y los blancos se acostumbran a vivir en la ilegalidad. En repetidas ocasiones, en las cédulas que se expiden a lo largo de la Colonia se hace referencia al incumplimiento de las disposiciones reales por los presidentes de audiencia, corregidores, gobernadores, encomenderos y los propietarios de haciendas, minas y obrajes. Hasta las primeras décadas del siglo XIX —las últimas de la Colonia— llegaron al Consejo Real de Indias quejas sobre “vejaciones, abusos y exacciones sufridas por los indios”.


  Esta institucionalización de la ilegalidad se debió a la forma en que se estructuraron la economía y la sociedad coloniales, a las características de las sociedades precoloniales y a ciertos vicios de la organización política que se examinarán enseguida.


  La venta de cargos públicos se puso en práctica desde que terminó la conquista y comenzaron a operar las instituciones coloniales. Según Juan de Velasco los gobernadores, hasta los “tiempos modernos”, obtenían “exorbitante lucro” con el nombramiento de las tenencias de gobernación6. Ejercida de hecho o reconocida legalmente continuó en los tres siglos que duró la Colonia. Como a las funciones burocráticas se las consideró mercancías, bienes de valor económico o feudos temporales, se permitió su venta, negociación o herencia; cosa que incluso llegó a suceder con la Presidencia de la Audiencia de Quito. En las designaciones pesó la influencia antes que los méritos, y a los postulantes los atraía la posibilidad de enriquecerse y adquirir prestigio social, antes que un sentido de servicio público, hechos que explican la más o menos general corrupción de la burocracia española. Al respecto, Jorge Juan y Antonio de Ulloa son muy expresivos cuando dicen que los que vienen con empleo “llevan el ánimo de hacer caudales sin parar en los medios; y entre estos no se muestran más tibios ni moderados en el deseo de hacer fortuna los fiscales protectores de indios”. Añaden que si algún ministro actuaba con probidad muchos lo criticaban y los más eran indiferentes7. La esposa de Pedro Venegas de Cañaveral, presidente de la Audiencia de Quito (1581-1587), interfirió en la administración de justicia, tuvo en su casa una joyería y un taller con indias a las que no pagaba un salario ni les daba de comer; y fue tal la abundancia de víveres que le regalaban que puso una tienda para venderlos. Durante su gobierno se repartieron entre los colonos tierras de los indígenas equivalentes a centenares de caballerías. Los corregidores de Guayaquil se enriquecieron monopolizando el comercio de cacao. Muchos funcionarios empleaban buena parte de su tiempo en negocios y especulaciones mercantiles, a pesar de las prohibiciones existentes8. Y aquellos ministros que intentaban aplicar las leyes caían en desgracia. El presidente Manuel Barros (1587-1593) aumentó el salario de los indios, prohibió que se los forzara a trabajar y que se los ocupara obligatoriamente en la construcción de los conventos, disminuyó el número de criados y prestó oído a sus quejas. Parecida actitud asumió el presidente Francisco López Dicastillo (1703-1705). Ambos provocaron “la irritación de los ánimos de criollos y españoles” y ocasionaron “disturbios y rencores” que dieron lugar a la conclusión de sus mandatos9.


  Los indios, por su situación de dependencia, no estaban en capacidad de acudir a las autoridades y, en el caso de hacerlo, por la desigualdad de las partes litigantes, en muy rara ocasión consiguieron que la justicia se declarara a su favor. Como los que pleiteaban contra los indios eran los “sujetos más lúcidos” y tenían de su parte la voluntad de los jueces y la amistad del “protector”, conseguían, “a poca diligencia”, todo lo que deseaban10. Las apelaciones ante el Consejo de Indias tampoco fueron fructíferas. Este organismo, antes de fallar, solicitaba informes a las autoridades coloniales, que los remitían con un análisis desfigurado de los hechos, a lo que se sumaban la influencia de los blancos y la ninguna de los indígenas.


  La institución de la “Visita” también fue ineficaz. Jorge Juan y Antonio de Ulloa relatan que cuando llegó un juez visitador a los obrajes de la provincia de Quito, los interesados intentaron convencerlo de que siguiera “el mismo método que se había practicado hasta entonces”, esto es, recibir regalos y formular “una papeleta llena de falsedades”, con lo que “quedaban las cosas en el mismo estado y la tiraría en su vigor”. No aceptó el visitador estas propuestas y viajó a Otavalo. En Cayambe lo recibieron los dueños de haciendas con halagos y obsequios —talegas de plata—, y como se negó a aceptarlos amenazaron con matarlo, ante lo cual regresó a Quito y abandonó la visita. Igual suerte corrió, años después, el visitador Salvador Abarca11. Y estas visitas, que pocas veces fueron útiles, no siempre se realizaron debido a su alto costo.


  También contó el hecho de que el sistema administrativo colonial, a pesar de las prescripciones formales, en la práctica fuera muy descentralizado. La distancia, la lentitud de los trámites y los fueros y excepciones inutilizaron la autoridad real y fortalecieron el poder de los funcionarios. Los dignatarios de las audiencias, según testigos presenciales de los hechos, “observaban solo lo que les parecía y lo ponían en ejecución cuando se les antojaba”, de manera que “hacían y deshacían a su arbitrio, como verdaderos dueños de la acción”12. Al respecto conviene recordar que las autoridades estaban legalmente facultadas para obviar la ley cuando consideraban “inconveniente” su aplicación, a través de la fórmula sacramental “obedezco pero no cumplo”, con cuya pronunciación quedaban liberadas de la conminación jurídica que les ordenaba ejecutarla. Por esto se dice, con mucha razón, que las Leyes de Indias fueron “acatadas pero no cumplidas”.


  LA DOMINACIÓN POLÍTICA



  Los encomenderos y funcionarios coloniales provenían de una sociedad en la que se discutía si los “indios eran seres racionales”. Por entonces el cronista de Carlos I y Felipe II, Juan Ginés de Sepúlveda, sostenía la “inferioridad y perversidad natural de los indígenas”, a los que calificaba “de natural gente servil y bárbara y por ende obligada a servir a los de ingenio más elegante como son los españoles”. Si bien esta doctrina nunca fue reconocida oficialmente, se la discutió en la Corte y la hicieron suya muchos de los que participan en el proceso de conquista y colonización. Esta visión del Nuevo Mundo, sumada a las características de las sociedades precoloniales, llevó a los españoles a considerarse superiores y, mediante una violencia “disfrazada y cotidiana”, a aculturar a la sociedad india imponiendo la cultura blanca como “modelo ideal”, como “única verdad” que debía ser aprehendida por esos “seres inferiores”: los indígenas. Cuando los dioses de los vencidos —los astros, los ídolos, el Inca— fueron derrotados y sustituidos se produjo un traumatismo colectivo del que no pudieron reponerse por siglos13.


  Esta dependencia cultural de los indígenas, la consolidación de la propiedad en manos de los blancos y la reducción de las tierras de los indios impidieron que se organizara una sociedad de hombres libres. Si bien la encomienda no daba derecho a la propiedad territorial y los encomenderos, por sí o interpuesta persona, no podían poseer tierras en los límites de sus encomiendas, de hecho las tuvieron a pesar de las terminantes prohibiciones que en este sentido se dictaron. La necesidad de recaudar los tributos y disponer de la mano de obra indígena, los indujo a adquirir tierras en los territorios que habitaban los indios encomendados. En otros casos, el encomendero que ya tenía tierras consiguió que se le dieran en encomienda indios vecinos de sus propiedades. En esta forma las parcelas de los indígenas y de las comunidades vinieron a quedar dentro de las tierras del encomendero o en su vecindad, y los indios, bajo la dependencia de los blancos.


  De esta manera fueron juntándose los elementos que más tarde darían origen a la “hacienda”. El proceso se materializó cuando las estancias formadas a través de las concesiones de tierras hechas por los cabildos se convirtieron en unidades de producción agrícola e “industrial” —es necesario recordar que en ellas funcionaron los obrajes— y en fuente de reclutamiento de mano de obra y de servidores domésticos. Con el tiempo, los estancieros-encomenderos se convirtieron en hacendados, y los indios encomendados, en conciertos14.


  Para el siglo XVIII la hacienda se encontraba consolidada. En una relación que Jorge Juan y Antonio de Ulloa hacen de sus visitas a las propiedades de la provincia de Quito (1736) encuentran algunas de las características que la definirán en la República. El indio, a cambio de una paga anual y de un pedazo de tierra de 20 o 30 varas en cuadro, está obligado a trabajar en la gran propiedad; la familia acompaña al peón en sus obligaciones laborales que comprenden el servicio doméstico —las servicias y las huasicamas existen desde el siglo XVI— y cuando fallece devenga sus deudas; los préstamos en dinero y especie que otorga el señor de la tierra al campesino originan el peonaje por deudas; el amo adquiere derechos sobre la persona del indígena sujeto a su servicio hasta cancelar los créditos que al no ser devengados lo convierten en “esclavo por toda la vida”15. En una descripción de una hacienda de los jesuitas (1737) se dice que tenía casa de teja, tierras sembraderas, huerta, alfalfar, agua, molino, herramientas, carneros, ovejas, terneros, bueyes y 40 indios; 20 de padrón y 20 conciertos16. De allí que resultaba natural que cuando se vendía una hacienda, aún doscientos años después, se incluyeran en la negociación los indios que trabajaban en ella.


  De esta manera la encomienda primero y la hacienda después se convirtieron en el vehículo de la dominación de los indígenas por parte de los blancos.


  A este proceso contribuyeron los caciques. Las uniones de indias y españoles y la conservación —e inicialmente ampliación— de los privilegios de los jefes nativos llevaron a muchos miembros de la nobleza india a aliarse con los conquistadores. Según testigos de la época, sin el concurso de los caciques, los españoles no habrían conseguido que su autoridad fuera acatada por el pueblo indio. El cacique reclutaba los trabajadores para las mitas, colaboraba en la recolección de tributos, sometía y castigaba a los rebeldes y se constituyó en el indispensable intermediario del que se valían los blancos para ejercer el control político. La prestación de estos servicios y sus vinculaciones con los nuevos amos les permitieron mantener y ampliar sus tierras, obtener mano de obra gratuita y apropiarse de salarios y tributos. En la segunda mitad del siglo XVI, al consolidarse el poder de los encomenderos, la autoridad de los caciques dejó de ser útil y tendió a desaparecer. Por lo que perdieron paulatinamente sus tierras, disminuyó el número de sus trabajadores e incluso pasaron a ser sujetos de tributo17. En los siglos siguientes, en la medida en que se configuraba la hacienda, el mayordomo, el ayudante y el mayoral reemplazaron al cacique en el ejercicio de sus funciones de intermediación.


  A diferencia de lo que sucedía en la sociedad india, en la que las prácticas de reciprocidad y redistribución permitían que la riqueza se difundiera de alguna manera entre todos, en la organización económica colonial se encauzaron para empobrecer a los indios y enriquecer a los blancos18. El trabajo fue la principal carga a la que se sometió a los indígenas. Gracias al uso y abuso de la encomienda, el repartimiento, la mita y más tarde el concertaje, que es su sucesor, los blancos dispusieron de una extensa mano de obra gratuita o semigratuita sujeta a una situación equiparable a la servidumbre. El salario que nominalmente recibían los indios por 300 días anuales de trabajo y jornadas de doce o más horas no llegaba a la mitad del que regía en España para tareas similares y un 50% de él se consumía en el pago del tributo. En las haciendas los vejámenes y los castigos corporales fueron cosa corriente; los obrajes eran casas de trabajos forzados y de reclusión perpetua en las que había cárcel, cepo y grillos, y laborar las minas y los lavaderos de oro llegaron a constituir una sentencia de muerte. La dependencia de los indígenas llegó a ser de tal magnitud, que cronistas y viajeros de la época coinciden en afirmar que su única diferencia con los esclavos negros consistía en que se los considera “vasallos de su Majestad”19.


  La encomienda también fue el medio del que se valieron los blancos para apropiarse de los excedentes que los procesos productivos dejaban en manos de los indios. A la población indígena masculina mayor de 18 años y menor de 50 se la sujetó al pago de un tributo en dinero o en especie: animales domésticos, alimentos, artefactos para el hogar, ropa, arneses para los animales20. Esta obligación no tomó en cuenta la precaria situación económica de los indígenas. Más aún, si bien existió una “tasa” establecida por las autoridades, muchas veces el monto de la tributación quedó librado a la voluntad del encomendero y del cacique.


  La mayor parte de las encomiendas que existieron en Quito en 1573, según el padre Vargas, rindieron menos de tres mil pesos anuales; solo diez originaron rentas superiores a esta cantidad, que en dos casos superaron los cuatro mil pesos. Una relación de la época citada por Silvio Zabala estima que las 156 encomiendas que había en 1591, una vez deducidos los quintos reales, daban a los encomenderos una renta anual de 142.372 pesos21. La significación de estas cifras debió ser considerable, pues, en los últimos años de la Colonia los tributos de indios recaudados directamente por la Corona representan cerca del 40% del total de impuestos22.


  La encomienda fue además el núcleo de la organización política colonial por haber sido el instrumento del que se valieron los españoles para agrupar en pueblos la dispersa población indígena, requisito sin el cual no hubieran podido cumplirse los fines religiosos y económicos de la Conquista. Cuando un español recibía una encomienda le correspondía sujetar “por bien o por la fuerza” a los indianos de su provincia, para lo que se le autorizaba formar sus propios ejércitos. Una vez pacificada una parcialidad indígena, sobre su base y con su nombre, se organizaron las parroquias rurales y los anejos. En estos pueblos era absoluto el poder del encomendero, cuya autoridad se extendía a las ciudades y villas, lugares en los que desempeñaba el papel de “oráculo de la demás gente”. Tal era su influencia que hasta los corregidores se veían obligados a reducir el ejercicio de su autoridad a los límites establecidos por los grandes propietarios23. La función política de la encomienda fue bien entendida por Hernán Cortés cuando la defendió por de ella depender el sustento de los españoles, permitir la instrucción de los naturales en la fe y constituir un medio eficaz para mantener sujeta la tierra y obedientes los indios24.


  Finalmente es necesario subrayar las estrechas vinculaciones que existieron entre los titulares de la encomienda y la autoridad política. En efecto, como se ha señalado, los años siguientes a la conquista, en las mismas personas se juntaron las calidades de funcionario de la Audiencia, miembro del Cabildo, propietario de tierras y encomendero. Por otra parte la encomienda existió en la época en que se establecieron las bases que regirían la organización social colonial, en cuanto a la distribución de tierras y de la mano de obra indígena. Más tarde, las autoridades enviadas por la metrópoli, de hecho, continuaron vinculadas con el poder económico porque montaron sus propios negocios o establecieron relaciones familiares o sociales con los criollos adinerados. En cuanto al Cabildo, en la medida en que sus miembros debían previamente reunir la calidad de “vecinos principales”, en realidad era una organización oligárquica que representaba los intereses económicos de los blancos. En consecuencia, asuntos tan importantes como la distribución y posesión de las tierras, la fijación de los aranceles artesanales y el control de los gremios, que constituyeron la única organización popular de la Colonia, se manejaron en función de los intereses de los grupos sociales dominantes. Puede decirse entonces que si bien los criollos no ejercieron la autoridad política formal, representada por la Audiencia, acumularon tanto poder que estuvieron en condiciones de eludir la ley, explotar a los indios y mantener sus privilegios.


  La encomienda propició que los pueblos conquistados se integraran a la sociedad colonial en cuanto al pago de tributos y a la prestación de trabajo, esto es, como sujetos de explotación. En lo demás, los indios estaban marginados tácita o expresamente. La justicia se administraba de manera diferente a indígenas y blancos. La posición social determinaba la forma en que se llevaban los trámites judiciales y el rigor de las penas, por lo que la de muerte en general solo se aplicó a indios, negros y mestizos. Los mestizos —no digamos los indios— fueron excluidos de los cargos elevados, principalmente en la milicia y en la magistratura. No tenían acceso a la educación, pues, para los hombres de color, en el mejor de los casos, estaba reservado el Colegio de San Andrés, en el que se les enseñaban las “artes mecánicas”. Cuando el indio Collahuaso escribió la historia de las guerras de Atahualpa y Huáscar, el corregidor que lo supo se indignó porque “un indio trataba de hacer lo que solo podía corresponder a los blancos”. Al fundarse el convento de La Concepción se instruyó para que se recibieran como religiosas solo “niñas de sangre limpia” y no “mestizas o gente ruin”. En el primer seminario que los jesuitas constituyen en Quito los aspirantes debían probar “legitimidad de nacimiento, limpieza de sangre y buen ingenio”. En el convento de Santa Clara no se permitía tomar a las hijas de los caciques sino en calidad de legas, esto es, de criadas. Hubo curas específicamente encargados de prestar los servicios religiosos a los indios. Si bien en las ciudades las iglesias eran comunes, cada clase social tenía su lugar en las ceremonias religiosas. Una “grave” acusación que se hizo contra el obispo Peña fue la de que era “fácil de conferir las órdenes sagradas a los mestizos”. Cuando estos llegaron a ocupar alguna dignidad eclesiástica fueron objeto de mofas y segregaciones25.


  Debido a su “mesianismo temporal” en la conquista y en la colonia España imprimió un marcado sello religioso, por entonces íntimamente vinculado con los fines temporales de la Corona. Y buscó formar una nueva cristiandad al otro lado del Atlántico mediante la difusión de la fe católica entre los indios. Por eso la empresa de conquista fue obra de soldados y religiosos. Los unos derrotaron a los pueblos nativos y los otros los sometieron moral y culturalmente, al sustituir la cosmovisión india del mundo y de sus cosas por la visión hispánica y blanca de una sociedad en la que la nación conquistada es relegada a los lugares inferiores de la organización social26. Por otra parte, como la Iglesia y los religiosos adquieren importantes intereses económicos, al convertirse en propietarios de hacienda y obrajes, coadyuvan a que la organización social colonial funcione de la manera analizada. Las suntuosas iglesias y los numerosos conventos se construyeron mediante la explotación de la mano de obra indígena y mestiza.


  Los afanes evangelizadores de los misioneros no son suficientes para explicar la proliferación de curatos y conventos si a ellos no se suma el aliciente económico que motivó a muchos. Esta negativa realidad fue apreciada por la Corona cuando Felipe IV, mediante cédula del 27 de octubre de 1626, prohibió que en el territorio de la Audiencia de Quito se fundaran nuevas casas religiosas por los “daños que reciben los vecinos y naturales de esa tierra” y por los perjuicios que sufre el monarca, al estar exentos los religiosos de todas las contribuciones, incluso del diezmo. La estructura de la sociedad colonial contribuyó a que la Iglesia pudiera captar una parte de los excedentes mediante el cobro de diezmos, que siguieron en importancia a los tributos de indios, y llegaron a representar el 15% de las contribuciones27. Como los “arrendatarios” fueron los encargados del cobro, en el caso de los indios su monto era fijado arbitrariamente por los “diezmeros”. A lo que se sumaron las fiestas religiosas, la administración de sacramentos y la venta de bulas y dispensas, que también implicaron la transferencia de recursos de manos de los indígenas a las de los curas párrocos. Por cierto que hubo sacerdotes y obispos —Peña y Solís, por ejemplo— que defendieron los derechos de los indios, pero incluso ellos no lograron someter a los clérigos, pues estos venían a las Indias en busca de un rápido enriquecimiento o tomaban las órdenes sagradas como un medio de ascenso social28.
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